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    INTRODUCCIÓN



    Una de las principales controversias de la historiografía económica argentina ha girado en torno del problema del “desarrollo fallido” del país. Desde diversas tradiciones teóricas y con enfoques variados, historiadores y economistas han intentado explicar lo que para muchos es el extraño desempeño económico del país en el largo plazo. A comienzos del siglo XX, la Argentina parecía contar con todas las condiciones que auguraban un exitoso desenvolvimiento de su economía. Una excepcional dotación de recursos naturales, la ausencia de trabas institucionales al desarrollo económico, niveles de urbanización y alfabetización que estaban muy por encima del promedio de América Latina, un largo período de más de treinta años de alto crecimiento y un ingreso per cápita que, aunque tenía su origen fundamentalmente en la expansión agroexportadora, para 1913 era dos veces y media superior al promedio latinoamericano, acercándose a los guarismos de las economías industrializadas. A pesar de esta dotación favorable de recursos naturales, económicos y humanos, el ritmo de crecimiento se desaceleró, para entrar en la década de 1970 en un extenso e inédito período de estancamiento de casi veinte años. Como resultado de ello, la brecha que separaba la economía argentina de la de los países industrializados —e incluso de naciones que habían partido de niveles de desarrollo inferiores— se amplió considerablemente hacia el final del siglo XX, relegando al país a una posición secundaria, aun en el ámbito regional.


    En ese debate, el carácter trunco e incompleto del proceso de industrialización en la Argentina constituye una dimensión central. La industria moderna tiene una larga historia en el país, que se remonta al último tercio del siglo XIX cuando, impulsadas por las transformaciones asociadas con la gran expansión agroexportadora, se instalaron las primeras fábricas. Durante el siglo XX, la Argentina formó parte de un pequeño grupo de naciones que protagonizó la última oleada de industrialización, lo que Albert Hirschman bautizó “industrialización tardía y muy tardía” (late late industrialization). A diferencia de las trayectorias exitosas de desarrollo, a mediados de la década de 1970, el desarrollo industrial argentino se interrumpió y la brecha de ingresos con el mundo industrializado y los países de industrialización tardía se amplió.


    Los economistas suelen denominar “NIC” (New Industrialized Countries) a los países que se industrializaron en el siglo XX, incluyendo en ese grupo un conjunto muy heterogéneo de trayectorias nacionales, entre los que se incluyen Brasil, México, China, Corea del Sur, India, Indonesia, Malasia, Taiwán y Turquía.


    En realidad, la historia de la “industrialización tardía y muy tardía” reconoce al menos dos senderos. Por un lado, la Industrialización por Sustitución de Importaciones (ISI), cuyo comienzo se ubica tradicionalmente en la década de 1930 y tuvo como principales protagonistas a los países de América Latina. Se trató de un proceso de cambio estructural inducido por factores externos —la Gran Depresión de 1929 y la Segunda Guerra Mundial— que promovieron la producción doméstica de manufacturas para abastecer la demanda interna insatisfecha en un contexto de escasez de divisas. El desarrollo industrial nació así ligado al mercado interno. Por otro lado, la Industrialización Exportadora (IE), proceso que alcanzó su mayor expresión en las economías del Sudeste Asiático industrializadas a partir de la década de 1950 sobre la base de la exportación de manufacturas.


    Las diferencias entre ambos modelos son varias y no se limitan a la orientación del proceso de industrialización. En efecto, los países latinoamericanos que lideraron la ISI poseían economías más ricas y diversificadas, con avanzados niveles de urbanización y estructuras sociales complejas. Este punto de partida más ventajoso en el camino al desarrollo era resultado del crecimiento impulsado por la exportación de bienes primarios durante la expansión del comercio mundial y la división internacional del trabajo en la segunda mitad del siglo XIX. En contraste, a comienzos de la década de 1950, los países del Sudeste Asiático eran fundamentalmente economías agrarias, con un ingreso per cápita reducido, alto crecimiento demográfico y niveles de urbanización modestos. En algunos casos habían sufrido las consecuencias de la dominación japonesa y la invasión norteamericana durante los años cuarenta, lo que había implicado cambios significativos en el marco institucional y en sus estructuras agrarias.


    La industrialización exportadora fue más dinámica que la ISI latinoamericana en el largo plazo. Por esa razón, las diferencias entre ambos senderos han sido enfatizadas por los economistas ortodoxos para condenar la ISI latinoamericana y realzar la IE del Sudeste Asiático como un modelo exitoso asociado con la apertura de esas economías al comercio mundial, el papel reducido del Estado y las supuestas políticas favorables a la inversión extranjera. En las últimas décadas, los estudios sobre este desarrollo han horadado esa interpretación, mostrando el activo papel del Estado en el fomento de la industrialización asiática, la naturaleza heterodoxa de las políticas cambiarias y crediticias, la importancia de los grupos empresarios locales y, por tanto, el lugar secundario de las multinacionales. A la hora de comprender los caminos divergentes de ambos modelos, debe considerarse también las profundas diferencias de las sociedades, su cultura política, los niveles de desigualdad y la distinta prioridad geopolítica que los Estados Unidos otorgaron a ambas regiones en el contexto de la Guerra Fría de posguerra. Todo esto configuró un escenario de oportunidades y ventajas muy diferente.


    La experiencia argentina debe interpretarse en el marco de la industrialización latinoamericana. Este libro se propone analizar la industrialización en la Argentina en perspectiva histórica. El arco temporal comienza a principios del siglo XIX, cuando se inició el complejo proceso de conformación de la nación y mucho antes de que se constituyera un mercado nacional unificado y se consolidaran las relaciones capitalistas de producción. Por cierto, recién a finales del siglo XIX se implantaron las primeras fábricas, pero una perspectiva de largo plazo es esencial para comprender las particularidades del proceso de industrialización en este país. El análisis se prolonga por siete etapas y culmina con el estallido de la crisis de 2001, la más profunda de la historia argentina. Las etapas son definidas combinando el contexto macroeconómico en el que se desarrolló el sector industrial y los cambios en la orientación de las políticas estatales. Con el propósito de comprender la compleja trama de la industrialización argentina, observamos, en cada período, el contexto macroeconómico, el papel de las políticas económicas e industriales, las transformaciones en la estructura sectorial, el desempeño de las industrias líderes y de las rezagadas, el comportamiento exportador de algunas ramas del sector y los vínculos entre el Estado y el empresariado.


    El capítulo 1 analiza la tradición artesanal previa al surgimiento de la industria fabril, durante el proceso de formación de la nación y la economía argentinas en el siglo XIX. Si bien la industria moderna reconoce sus orígenes a partir del sendero de modernización económica iniciado en el último tercio del siglo XIX y, por lo tanto, estuvo poco ligada al desarrollo de las artesanías y la producción doméstica anterior, el análisis de esa etapa precedente es esencial para comprender algunas de sus características, como el papel central de los inmigrantes, que contribuyeron con capitales, mano de obra, conocimientos y tradiciones propias en la producción industrial. El capítulo 2 analiza los orígenes de la industria moderna, inducida por el incremento del ingreso nacional y de la demanda del mercado doméstico derivado de la gran expansión agroexportadora. Se pone el acento en los mecanismos de diversificación económica, el papel de las políticas estatales y los límites impuestos por el marco institucional, la intervención del Estado y la particular dotación de recursos naturales de la economía argentina, que no incluía el carbón ni el mineral de hierro. El capítulo siguiente examina el impacto de la Gran Guerra sobre el crecimiento industrial y los cambios que se produjeron en el tejido sectorial durante la década de 1920. Se trata de un período clave que ha sido objeto de interpretaciones divergentes a pesar de que no contamos todavía con suficiente evidencia empírica sobre la evolución sectorial entre 1914 y 1929. Por cierto, aquí presentamos nueva evidencia que permite, por un lado, abonar la interpretación pesimista sobre el efecto de la guerra en la industria local y, por el otro, matizar la imagen de un auge en los años veinte. El capítulo 4 aborda la industrialización entre la Gran Depresión y la Segunda Guerra Mundial, un período tradicionalmente asociado con el comienzo de la ISI. Se estudian los factores que estimularon el cambio estructural, el papel de las políticas estatales, las controversias en torno de la industrialización y sus fuentes intelectuales. El análisis culmina con el impacto de la guerra en la industria, sosteniendo el carácter coyuntural del auge de las exportaciones industriales y los condicionamientos impuestos sobre el desenvolvimiento del sector manufacturero. Los capítulos 5, 6 y 7 se dedican a la segunda mitad del siglo XX, desde el ascenso del peronismo hasta la crisis de 2001. El capítulo 5 estudia el período peronista y sus legados. Se trata de un momento clave en la industrialización argentina, ya que durante las décadas de 1940 y 1950 se asistió a la transición entre las denominadas “etapa fácil” de la ISI, liderada por las industrias de bienes de consumo finales, y “etapa compleja”, en la cual las ramas metalmecánica y química alcanzarían el mayor dinamismo. Se sostiene que fue entonces cuando comenzó a definirse la ISI como estrategia explícita del Estado, no exenta de contradicciones y debilidades teóricas. El capítulo 6 tiene como objetivo caracterizar el período de maduración de la ISI con la implementación de un complejo y oscilante conjunto de incentivos destinados a promover la inversión en el sector manufacturero, el desarrollo de las ramas más complejas, la mejora de las capacidades productivas, tecnológicas y competitivas de algunas industrias y el avance de su transnacionalización. Este desarrollo industrial se dio además en un contexto marcado por agudas fluctuaciones en el crecimiento de los sectores de la economía, pujas por la distribución del ingreso y notables crisis en la balanza de pagos, todo lo cual contribuyó al surgimiento de un análisis crítico de esta experiencia en el preciso momento en que alcanzaba su maduración. Si bien ello no derivó en un cuestionamiento de la industrialización como sendero, abonaría, en el contexto de la crisis mundial de los años setenta, una creciente mirada crítica de las elites económicas sobre la ISI y sus consecuencias sociales y políticas. El capítulo 7, el último destinado a relatar la historia del sector, analiza el período más oscuro de la historia económica del país, en el cual se produjo un estancamiento económico de casi veinte años, el abandono de la ISI y de la industrialización como camino, y un fuerte proceso de incremento de la desigualdad, redistribución regresiva del ingreso y pauperización social. Se analizan las experiencias de la primera y segunda apertura económica —entre 1978 y 1981, y entre 1991 y 2001, respectivamente—, así como sus impactos. Por último, en las conclusiones analizamos el proceso de industrialización en el largo plazo, su crisis y su reversión al final del siglo XX, así como los factores que consideramos más relevantes a la hora de explicar el derrotero industrial del país.


    Este trabajo se inserta en el campo de la historia económica y, más específicamente, en los estudios de historia industrial. Desde las últimas décadas del siglo XX, la historia económica como campo de estudios ha estado sometida a diversos cuestionamientos, perdiendo el lugar central que ocupaba en las explicaciones sobre el pasado. La crisis de las interpretaciones inspiradas en el estructuralismo y el marxismo, así como la renovación de otros campos del conocimiento histórico —como la historia política e intelectual—, ha transformado la forma en que los historiadores abordan e interpretan el pasado. La dimensión material, que durante un largo tiempo fue considerada la portadora de las claves para comprender la historia, ha sido desplazada afortunadamente de ese lugar central a favor del reconocimiento de la autonomía —siempre relativa— de otras dimensiones, cuya comprensión requiere abordajes específicos, enfoques y escalas de análisis propios. La historia económica, por su parte, buscó refugio seguro en la historia cuantitativa —conocida como cliometría— y en el neoinstitucionalismo fundado en los aportes de Douglas North. Sin embargo, hace ya décadas, un profundo malestar recorre este campo interdisciplinario. La tensión entre las formas de pensar propias de los historiadores —el método inductivo— y de los economistas, en especial los neoclásicos —hipotético deductivo—, ha estallado. Recientemente, el libro de Francesco Boldizzoni, The Poverty of Clio. Resurrecting Economic History (2011), alentó un debate sobre la manera en que los historiadores “económicos” nos aproximamos al pasado, y ha sido efectivo a la hora de cuestionar el uso —y abuso— de los métodos cuantitativos y de los ejercicios matemáticos en el campo. Su propuesta de reconectar la historia económica con la antropología y la sociología —por cierto, muy sensata para quienes abordan el mundo precapitalista— ha tenido la virtud de generar debates y reflexiones sobre las prácticas de los historiadores. Si bien la historia económica como disciplina continúa viva, protegida por redes e instituciones internacionales y nacionales estables que agrupan a sus cultores, el malestar persiste. ¿Para qué hacer historia económica? ¿Cuáles son los enfoques e instrumentos más adecuados para nuestro objeto? ¿Qué contribución hacemos al conocimiento del pasado?


    En la Argentina, la historiografía económica ha seguido un derrotero diferente. En buena medida porque aquí la influencia de la cliometría y el neoinstitucionalismo ha sido muy moderada, por diversas razones. Pero el diálogo entre economistas e historiadores es bastante menor que lo deseable, y el malestar sobre la práctica es apenas más disimulado. Claro que existen nuevos enfoques, propuestas y temáticas que comienzan a ser “redescubiertos”. Hasta la década de 1980, la historia agraria fue el subcampo que más atención concitó por parte de los investigadores. Sin embargo, los estudios sobre el desarrollo industrial argentino han vuelto a despertar el interés en los últimos años. Nuevos aportes y renovados enfoques han indagado sobre diversas dimensiones del problema, buscando en el pasado las claves explicativas del fracaso de la industrialización argentina. Si bien se han publicado varios análisis que constituyen referencia obligada sobre esta cuestión, como los estudios de Adolfo Dorfman (Historia de la industria argentina, 1970, y Cincuenta años de industrialización en la Argentina, 1930-1980, 1983), Jorge Katz y Bernardo Kosacoff (El proceso de industrialización en la Argentina. Evolución, retroceso y prospectiva, 1989) y Jorge Schvarzer (La industria que supimos conseguir, 1996), no contamos con una obra actualizada que ofrezca una síntesis rigurosa del estado de nuestro conocimiento sobre el tema y, al mismo tiempo, presente una interpretación sobre esta dimensión clave del desarrollo económico argentino. Este libro se propone como un aporte en esa dirección desde la perspectiva propia de un historiador.


    Por cierto, un análisis de la problemática del desarrollo industrial requiere algunas precisiones conceptuales básicas. Según la definición clásica de David Landes, en Progreso tecnológico y Revolución Industrial (1969), la industria moderna supuso un conjunto de innovaciones tecnológicas y organizacionales que incluyeron el uso de maquinaria en reemplazo de la habilidad manual, la introducción de energía mecánica —primero proveniente del vapor, luego del motor de combustión interna y de la energía atómica— en sustitución de la fuerza animal y humana, el empleo de nuevas técnicas para la obtención de materias primas e insumos y una nueva organización de la producción basada en la división del trabajo. Existe consenso en que, así definida, la industria moderna surgió en la Argentina y en América Latina hacia el último tercio del siglo XIX, hacia la década de 1880. En ese plano, las economías más grandes de la región (la Argentina, Brasil y México) aventajaron a otras regiones de la periferia mundial en el sendero de su modernización. En efecto, procesos similares no se iniciaron en varios países del Sudeste Asiático al menos hasta la década de 1930, e incluso algunas economías recién conocieron esas formas modernas de producción luego de 1945.


    El surgimiento de la industria moderna no aseguró el inicio de un proceso virtuoso de desarrollo. Como sostiene la bibliografía sobre el tema, la industrialización constituyó un proceso de cambio estructural impulsado por el sector manufacturero, que se convirtió así en el más dinámico, e incluyó profundas transformaciones económicas y sociales, con el paso de una economía agraria y una sociedad esencialmente rural a una economía industrial y un fuerte proceso de urbanización.


    Las economías nordatlánticas que lideraron la industrialización en el siglo XIX introdujeron innovaciones tecnológicas que permitieron lanzar nuevos productos y transformaron los procesos productivos, incrementando su rendimiento. Con excepción de Gran Bretaña, iniciadora del sendero de la industrialización, para el resto de las naciones que continuaron ese camino, esto demandó un vínculo estrecho entre la ciencia y la tecnología: la creación de sistemas de educación técnica más amplios, la inversión de capitales en laboratorios de investigación y el empleo de técnicos y mano de obra calificada. Las innovaciones en procesos químicos, la generación de electricidad y el motor de combustión interna permitieron a esas economías y a las empresas líderes gozar de rentas extraordinarias. Impulsada por las innovaciones tecnológicas y los desequilibrios que generaba en el interior del sector manufacturero, la industrialización asumió la forma de un proceso autogenerado de transformaciones, cambio tecnológico y aumento de la productividad. Durante los siglos XIX y XX, el sector industrial se convirtió en el propulsor del crecimiento económico y en la fuente de los incrementos de productividad y de riqueza. Los arreglos institucionales que esas naciones supieron construir sirvieron también para que retuvieran las ventajas del progreso tecnológico y elevaran el nivel de renta de sus poblaciones, muy por encima de las naciones no industrializadas.


    Definido como proceso autogenerado de transformación estructural resulta imposible hablar de industrialización, en el caso de las economías más grandes de América Latina, antes de la década de 1930. Aun así, la industrialización latinoamericana tuvo otras características, ya que, a diferencia de las economías nordatlánticas, debió basarse en las tecnologías disponibles, a las que se las adaptaba y mejoraba localmente. Por entonces, la brecha económica y tecnológica con los países industrializados se había ampliado de tal forma que era imposible desafiar el liderazgo de esos países que habían mejorado notablemente sus capacidades productivas, organizacionales y tecnológicas. Existe consenso en que el proceso de industrialización se inició en la región en esa época bajo la forma de la ISI. El debilitamiento de la división internacional del trabajo y el empeoramiento de los términos del intercambio —la relación entre los precios medios de importación y exportación del país, es decir entre manufacturas y productos primarios— obligaron a las naciones a comenzar a fabricar lo que antes se importaba. Debido a la restricción externa generada por la Gran Depresión, la industrialización comenzó por la sustitución de los bienes de consumo finales de tecnología sencilla para avanzar en las décadas siguientes hacia otras industrias productoras de bienes de consumo durables, intermedios y productos básicos. Pero la industrialización latinoamericana estuvo lejos de ser un proceso autogenerado de transformación estructural. Ya en la década de 1950, las principales economías semiindustrializadas de la región debieron enfrentar problemas estructurales que impusieron frenos y barreras a la profundización de la ISI.


    La ISI gozó de gran reputación entre las elites económicas y políticas hasta la década de 1960, cuando los problemas en la balanza de pagos, la escasa competitividad del sector manufacturero y los conflictos por la distribución del ingreso resquebrajaron el consenso y dieron paso a una “leyenda negra” de ese modelo económico y social. Recientemente, algunos investigadores han rebautizado este período del desarrollo latinoamericano como “Industrialización guiada por el Estado”. El concepto puede ser equívoco si se interpreta esta etapa histórica iniciada en los años treinta o incluso en la década de 1920 como resultado de una estrategia explícita de desarrollo. En realidad, al menos hasta la segunda mitad de la década de 1940 —en la Argentina, hasta el ascenso del peronismo— es difícil pensar en la ISI como un “modelo” surgido de una política industrial. Más bien fueron factores externos —los problemas en la balanza de pagos— los que impulsaron la industrialización.


    Esto nos conduce a considerar una dimensión clave de la “industrialización tardía y muy tardía”, el papel del Estado. La intervención activa y sistemática del Estado ha desempeñado un rol crucial en el éxito de los procesos de industrialización desde el siglo XIX. Aun en Gran Bretaña, donde la escuela clásica se impuso con mayor fuerza y reinterpretó el proceso a su favor, el Estado intervino activamente para derribar los obstáculos que limitaban el desarrollo de las fuerzas productivas, disolver los resabios feudales, consolidar los derechos de propiedad, alentar la expulsión y la expropiación del campesinado y promover la innovación técnica. Existe consenso entre los historiadores en que la intervención estatal fue mucho más amplia y activa en los países que se incorporaron en la segunda ola de industrialización (Alemania, Francia, los Estados Unidos y Japón); el proteccionismo, la expansión colonial, el aliento a la conformación de grandes empresas, la creación y el fomento de la enseñanza universitaria y técnica, las políticas comerciales agresivas destinadas a conquistar mercados fueron algunas de sus expresiones más claras.


    En el siglo XX, la intervención estatal fue nuevamente clave para los países de Asia y América Latina que se sumaron a la tercera ola de industrialización. Pero no se trató de cualquier tipo de intervención. El éxito de las políticas de desarrollo parece haber dependido de un tipo específico de Estado y de relaciones de sinergia entre este y el empresariado. En 1995, Peter Evans propuso el concepto de “autonomía enraizada” para explicar la naturaleza de las relaciones entre el Estado y los empresarios en los países que se industrializaron en el siglo XX. Para este autor, la autonomía del Estado capitalista —condicionada estructuralmente por las constricciones impuestas por la acumulación del capital— se convirtió en una condición necesaria pero no suficiente para asegurar el desarrollo. En realidad, la efectividad de las políticas industriales dependió la combinación de autonomía con la creación de vínculos institucionales entre la burocracia estatal y los empresarios, con el fin de negociar los objetivos de la política industrial, regular las transferencias de recursos que ésta supone y sancionar el incumplimiento de los acuerdos por parte de los capitalistas. Evans propuso una tipología de Estados (desarrollistas, predatorios e intermedios) para describir la diversidad de situaciones y permitir un análisis comparativo del éxito y del fracaso de las políticas de desarrollo.


    Por cierto, la “autonomía enraizada” constituyó un fenómeno excepcional, incluso entre los países de industrialización reciente. En esas trayectorias, lo que predominó fueron diversas formas intermedias: Estados con “bolsones” de burocracias weberianas, capaces de identificar problemas, definir políticas sectoriales, imponer premios y castigos. Relaciones de sinergia entre el Estado y los empresarios tampoco han constituido la norma. No obstante, el surgimiento de entidades empresariales multisectoriales parece haber sido clave para limitar la tendencia del capital a conquistar espacios que le permitieran asegurarse rentas extraordinarias, no amparadas por la innovación tecnológica sino por el Estado. Allí donde lograron cierta estabilidad y eludieron los conflictos políticos, las organizaciones empresarias multisectoriales también colaboraron al limitar los conflictos entre sectores económicos, apaciguar las disputas por la distribución del ingreso y colaborar con el fortalecimiento estatal.


    Estado, empresarios y políticas públicas han estado —y continúan estando— en el centro de los debates sobre la cuestión del desarrollo. En este libro, estas problemáticas son consideradas dimensiones centrales para comprender el desempeño económico de cualquier país, incluso de una economía periférica como la argentina. En este sentido, lo que intentamos presentar aquí es una historia económica y social de la industrialización en la Argentina que se propone, sin la ingenua pretensión de ser una historia “total”, contribuir a explicar nuestro pasado, así como comprender sus repercusiones sobre el presente.


    La redacción de este libro ha sido para mí una tarea necesaria y, al mismo tiempo, un desafío. La necesidad de comprender la naturaleza de un proceso histórico que se prolonga más allá de los límites siempre estrictos de los proyectos de investigación que realizamos en el marco de nuestras tareas en el Conicet y en la universidad. Y un desafío porque fue necesario sistematizar el estado de nuestros conocimientos sobre el tema y construir una síntesis que, basada en las investigaciones de otros colegas y en las propias, construye una interpretación posible entre otras.


    Llevar adelante esta tarea hubiera sido imposible sin la ayuda y el apoyo de muchos colegas y amigos. Quiero agradecer, en primer lugar, a José Carlos Chiaramonte por invitarme a participar de la colección por él dirigida, alentarme en el proyecto y tolerar las postergaciones. Asimismo debo reconocer mi deuda con Roberto Montes, editor de Sudamericana, por su cordial atención y su paciencia ante mis pedidos de tiempo. Ana D’Agostino realizó una tarea impecable para mejorar y hacer más amable el texto.


    Este libro también ha sido posible gracias a largos años de aproximación sistemática a los problemas de la industrialización argentina en perspectiva histórica que resultaron de mi tarea docente. En 2010, Juan Suriano me invitó, con generosidad, a sumarme a la Maestría y Doctorado en Historia del Instituto de Altos Estudios Sociales (IDAES) de la Universidad Nacional de San Martín (UNSAM). Allí pude dictar un seminario sobre la industrialización argentina entre 1880 y 2010, que fue esencial a la hora de reflexionar sobre esa temática. En ese seminario, jóvenes historiadores, economistas, sociólogos y politólogos discutieron y cuestionaron más de una de mis certezas y colaboraron en varias formas a que repensara diversas dimensiones del problema.


    Hilda Sabato y Juan Carlos Korol, quienes me guiaron en mi formación doctoral hace ya unos años, continuaron estimulándome en mis investigaciones. Con Korol continuamos un diálogo siempre fecundo que ha fructificado en nuestro libro Historia económica de la Argentina en el siglo XX (2012), que puede leerse complementariamente a este trabajo. A Silvia Badoza, con quien estamos desarrollando una investigación sobre el Grupo Fabril Financiera, le agradezco también por años de estimulante trabajo común y por su amistad siempre presente.


    A lo largo de estos años, en congresos y jornadas, he discutido aspectos y dimensiones de las cuestiones aquí abordadas con colegas y amigos, con quienes tengo una gran deuda: María Inés Barbero, Magdalena Bertino, María Celia Bravo, Daniel Campi, Claudio Castro, Jordi Catalán, Alejandro Cattaruzza, Raúl García Heras, Jorge Gilbert, Teresita Gómez, Hernán González Bollo, Aníbal Jáuregui, Adriana Kindgard, Bernardo Kosacoff, Norma Lanciotti, Mirta Zaida Lobato, María Marta Lupano, Andrea Lluch, Ana Matheu, José Antonio Miranda, Daniel Moyano, Patricia Olguín, Andrés Regalsky, Fernando Rocchi, Luis Alberto Romero, Marcelo Rougier, Silvia Simonassi, Oscar Videla, entre otros.


    Una tarea como ésta no hubiera sido posible ni tendría sentido sin el afecto de mi familia y mis amigos. Dedico este libro a ellos y, en especial, a mis viejos.

  


  
    CAPÍTULO 1 
Apertura comercial, libre comercio y manufacturas en los orígenes de la nación argentina, 1810-1880


    Un mundo en transformación


    Durante el tránsito del siglo XVIII al XIX una doble revolución transformó al mundo y sentó las bases de una nueva era en la historia de la humanidad: la Revolución Francesa de 1789 y los cambios económicos y sociales asociados que, a comienzos del siglo XIX, fueron bautizados como “Revolución Industrial”. El nacimiento del sistema fabril transformó completamente la sociedad en el largo plazo, al incrementar de manera extraordinaria y sostenida la productividad y la riqueza, acrecentar el peso del sector secundario en las economías y alentar la urbanización de modo totalmente desconocido hasta ese momento.


    Hasta el surgimiento del sistema fabril en el siglo XVIII, la producción de manufacturas se había desarrollado bajo formas diversas, como los talleres artesanales, la industria doméstica y las manufacturas centralizadas. Los primeros habían conocido su época de auge durante la Edad Media, gracias a los monopolios concedidos por el poder político y las regulaciones impuestas por los gremios, que limitaban el ingreso de artesanos, aseguraban la reproducción del oficio y garantizaban la calidad de los productos elaborados. En el siglo XVII, la posición dominante de los artesanos fue crecientemente disputada por la expansión de la industria doméstica que, aprovechando la existencia de mano de obra disponible en el campo, permitió la elaboración de artículos sencillos de reducida calidad y precio destinados a los mercados urbanos y de ultramar. A menudo, pero no siempre, la producción fue organizada por un comerciante que distribuía las materias primas entre los productores, abonando por pieza. En esos casos, el dominio del capital comercial sobre estos últimos era completo. Esta nueva forma de organización de la producción de manufacturas compitió muy ventajosamente con los talleres artesanales, gracias a su flexibilidad y a los bajos costos de la mano obra, lo que contrastaba con las regulaciones y trabas de los gremios artesanales. En varias regiones europeas, la difusión de la industria doméstica en el campo y las ciudades dio origen a lo que se conoce como protoindustrialización, en que la elaboración de manufacturas estaba a cargo de pequeños productores domésticos que empleaban mano de obra familiar y producían para el mercado.


    Finalmente, alentados por los Estados, en el siglo XVIII surgieron también manufacturas centralizadas, es decir establecimientos que empleaban cientos de trabajadores para la producción de ciertos artículos finos, como estampados, cristales y porcelana. Esta forma de organización tenía la ventaja de la gran explotación concentrada. Si bien continuaba basándose en el trabajo manual calificado, en ocasiones la división de tareas permitió incrementos de la productividad.


    Los talleres artesanales, la industria doméstica y las manufacturas estuvieron lejos de constituir estadios de evolución necesaria hacia el sistema fabril. La manufactura, que inicialmente fue vista como un antecedente por constituir una gran explotación centralizada, se distanciaba de aquel sistema por el lugar central que ocupaba el trabajo manual en el proceso productivo. La protoindustrialización —que en la década de 1970 fue interpretada como la primera fase de la industrialización capitalista— no siempre aseguró la transición hacia la fábrica moderna. Las contradicciones y tensiones propias de esta forma de organizar la elaboración de manufacturas condujeron incluso a su extinción en no pocas las regiones europeas una vez comenzada la Revolución Industrial. Por otra parte, debe recordarse que estos modos de organización de la producción convivieron y en ciertos sectores se complementaron con el sistema fabril.


    Los desequilibrios y las tensiones generadas por estas formas productivas, en un contexto de cambios económicos y ampliación de los mercados debido a la expansión colonial, alentarían el surgimiento del sistema fabril. La mecanización transformó la elaboración de manufacturas al convertirla en un proceso continuo de fabricación masiva de bienes. En el seno de la fábrica, la división del trabajo se acentuó, permitiendo un incremento importante de la productividad que se retroalimentó con lo generado por la mecanización. El empleo de nuevas fuentes de energía no humana y la introducción de nuevas técnicas que posibilitaron la utilización de otras materias primas completaron las transformaciones impulsadas por el sistema fabril, robusteciendo su superioridad frente a los otros modos de organizar la producción de bienes industriales.


    La industrialización constituyó un proceso complejo que incluyó la introducción de nuevas tecnologías y modos de producción, pero de ninguna manera se limitó a ello. Los cambios económicos y sociales que se conocen como “Revolución Industrial” deben ser entendidos como un proceso multicausal que tuvo su origen en una compleja red de relaciones de factores económicos, sociales y políticos. Además, se trató de un proceso secular, iniciado a comienzos del siglo XVIII.


    En el plano del sector secundario de la economía, la Revolución Industrial inauguró un período de continuo crecimiento en la producción de manufacturas, liderado por el sistema fabril aunque por lo general subsistieron formas de producción y tecnologías prefabriles. Por un lado, la industria algodonera y la metalúrgica, donde muy pronto predominaron las innovaciones generadas por el empleo de nuevas fuentes de energía en reemplazo de las de origen animal y humano, la mecanización de los procesos productivos y la aplicación de nuevas formas de organización del trabajo. Por el otro, un conjunto de industrias tradicionales, donde se crearon y expandieron nuevas técnicas manuales y otras que combinaban las máquinas con el trabajo manual, aumentó la demanda de mano de obra femenina e infantil y se propagó la división del trabajo.


    Por supuesto, la mecanización de la industria textil, la introducción de la máquina de vapor, que ofreció una nueva y más potente fuente de energía sobre la base de la explotación de los recursos del subsuelo —el carbón—, y las innovaciones que permitieron el empleo de nuevas materias primas y mejoraron la producción de acero y productos químicos implicaron cambios sustantivos que al introducir tensiones y desequilibrios en el sector industrial impulsarían el avance tecnológico y, en el largo plazo, acabarían por transformar el conjunto del sector manufacturero. No obstante ello, la heterogeneidad de modos de organización de la producción continuó como la característica dominante durante el siglo XIX.


    Por otra parte, las tecnologías que impulsaron el sistema fabril fueron inicialmente muy sencillas. Debe recordarse que sus principios eran conocidos desde mucho tiempo atrás y su aplicación a los procesos productivos fue obra de la experiencia acumulada y de las destrezas de los artesanos y técnicos del siglo XVIII. Más importante para nuestra comprensión de la industrialización a escala mundial es el hecho de que la innovación y la difusión tecnológicas en esta primera etapa de la transformación industrial no requirieron gran acumulación e inversión de capitales ni conocimientos científicos sofisticados. Ello le permitió a Gran Bretaña encabezar ese proceso en el continente europeo y aprovechar las ventajas que implicaba liderar la implantación del sistema fabril de tal forma que ningún otro competidor podría igualarla durante los siglos XIX y XX. Si la máquina de hilar, la lanzadera volante y la máquina de vapor transformaron la manera de producir manufacturas textiles y productos metalúrgicos mediante cambios tecnológicos relativamente sencillos y reducidas inversiones de capital, nada parecido enfrentarían los países europeos que protagonizarían, a mediados del siglo XIX, la Segunda Revolución Industrial, y aun mucho menos las naciones que intentarían alcanzar a los países industrializados a lo largo del siglo XX. En efecto, la difusión de la industrialización en Alemania, Francia, Bélgica y, más tarde, Rusia y los Estados Unidos demandaría cuantiosas inversiones de capital, el dominio sobre la ciencia y la tecnología cada vez más sofisticada y la introducción de innovaciones en ramas complejas, como la química, la eléctrica y la de fabricación de equipos.


    En el siglo XX, las naciones de América Latina, el sudeste de Asia y el sur y este de Europa sólo podrían avanzar en la transformación de sus estructuras económicas sobre la base de la copia y la adaptación, pero sin poder aspirar a saltar etapas y colocarse en la frontera tecnológica mundial. Para esa época, la complejidad de las nuevas tecnologías de punta, su alto contenido científico y su elevado costo, entre otros factores, se habían convertido en barreras difíciles de franquear para economías mayormente agrarias, con baja capitalización y elevado crecimiento demográfico.


    La Revolución Industrial distó de ser un proceso focalizado en el sector manufacturero. Por el contrario, no puede comprenderse la dinámica de los profundos cambios operados en Gran Bretaña sin integrar las transformaciones agrarias que antecedieron al surgimiento de la fábrica. La disolución de los últimos vínculos feudales, los cercamientos y el empleo de nuevas técnicas de rotación de cultivos permitieron incrementar la productividad agrícola de manera extraordinaria, expulsando, al mismo tiempo, mano de obra campesina hacia las ciudades. El sector primario fue así capaz de acrecentar su producción, ofrecer sus excedentes para alimentar la crecida demanda urbana y proveer la mano de obra necesaria para las fábricas. Este cambio estuvo en la base de la transformación y en la transición desde una economía esencialmente rural hacia una urbana e industrial. Claro que aquí, como en lo referido al proceso de industrialización, Gran Bretaña siguió un sendero particular. Baste recordar que, a finales del siglo XIX, Francia continuaba siendo esencialmente una sociedad rural donde la presencia de pequeños y medianos productores agrarios era muy importante. Si hace pocas décadas solía presentarse esta peculiaridad como la comprobación del retraso económico francés, hoy es bien conocido el hecho de que formó parte de un sendero diferente de industrialización, menos positivo en términos de tasas de crecimiento y menos espectacular en los cambios sociales derivados de ese proceso, pero no por ello menos notable.


    Los estudios sobre la industrialización de las últimas décadas han mostrado que este proceso se focalizó en algunas regiones y espacios más bien limitados de las economías nacionales en formación. Primero, en el sur de Lancashire en Gran Bretaña, extendiéndose luego hacia la región del Sambre-Mosa en Bélgica y el norte de Francia. Más tarde alcanzó el norte del Ruhr, Alta Silesia y, en menor medida, el Sarre en Alemania, para afectar zonas más pequeñas en aquellas naciones que demoraron en sumarse y lo hicieron de manera incompleta, como Italia y Rusia.


    No obstante ello, las transformaciones producidas por la difusión de la industrialización tuvieron un impacto fundamental en la consolidación de la economía mundial. Según la feliz expresión de Eric Hobsbawm, la estabilidad del mercado interno británico ofreció el combustible para mantener la fuerza impulsora de la industrialización, pero la demanda internacional fue la verdadera chispa que alimentó la Revolución. Su expansión mercantil durante los siglos XVIII y XIX le permitió a Gran Bretaña convertirse en el taller del mundo y en la potencia comercial y financiera. La adopción del patrón oro y el librecambio a mediados del siglo XIX aceleraron el crecimiento del comercio mundial por medio de un esquema de especialización que se denominó “división internacional del trabajo”. Gran Bretaña y luego las naciones que se industrializaron en el siglo XIX se convirtieron en exportadoras de manufacturas a cambio de los productos primarios que producían y exportaban las regiones de la periferia. Claro que esta no fue la primera vez que este patrón de intercambio comercial de manufacturas por bienes primarios se imponía entre las naciones de Europa y la periferia, pero con la industrialización del siglo XIX adquirió una dinámica y fuerza desconocidas.


    Revolución, apertura comercial y crisis de las manufacturas coloniales, 1810-1850


    ¿Cómo se adaptó el imperio español en América a estas transformaciones? El siglo XVIII encontró a la monarquía española empeñada en la búsqueda de la superación de la crisis que la afectaba desde tiempo atrás. En ese camino, los Borbones optaron por imponer reformas que buscaron reforzar la integridad económica y militar del imperio. Entre esas reformas, en 1776, Carlos III ordenó la creación del Virreinato de Nueva Granada y del Virreinato del Río de la Plata. Este último abarcaba el actual espacio territorial de la Argentina y se extendía hacia el norte y el este, incluyendo los territorios de Bolivia, Paraguay y Uruguay. Hasta entonces, el Río de la Plata había sido una región marginal del imperio, subordinada económica y políticamente al Virreinato del Perú. La creación del Virreinato y, dos años más tarde, la aprobación del “Reglamento y aranceles reales para el comercio libre de España a Indias”, que autorizó el comercio a través de un número mayor de puertos entre España y las colonias americanas, permitieron a Buenos Aires reemplazar a Lima como puerto principal de exportación de la plata del Alto Perú y fortalecer el poderío económico de la elite comercial porteña. También alentaron una nueva corriente exportadora de cueros. Estas novedades anticiparon cambios más profundos, que poco después modificarían las condiciones en que se desenvolvía la economía colonial.


    Las invasiones inglesas de 1806 y 1807, la crisis de la monarquía liderada por Fernando VII, la autorización del libre comercio en 1809 y, al año siguiente, la Revolución de Mayo en Buenos Aires transformaron decisivamente el orden económico colonial. Entonces se inició una nueva etapa caracterizada por la desintegración del territorio virreinal y una apertura amplia al comercio atlántico.


    Las luchas por la independencia demandaron un esfuerzo que implicó la extracción de hombres y recursos para sostener los ejércitos patriotas. Además, las guerras perturbaron durante un largo período los circuitos comerciales tradicionales. La pérdida del Alto Perú significó un durísimo golpe para Buenos Aires, ya que hasta el final del orden colonial las principales exportaciones del Río de la Plata consistían en plata procedente de las minas de Potosí. Por cierto, con el control realista del Alto Perú, las economías regionales del noroeste, Paraguay, Misiones y el centro del país, perdieron el principal mercado para sus productos: caballos, mulas, yerba mate, tejidos de lana, aguardientes, entre otros. Por tanto, las consecuencias del nuevo orden económico se tradujeron en una caída apreciable de la demanda de esas mercancías. Ese proceso coincidió con los efectos de la apertura comercial que reorientó al litoral hacia el comercio atlántico. Si bien la libertad de comercio benefició a Buenos Aires y su hinterland, en la medida en que pudo reemplazar parcialmente la corriente exportadora de metales por la venta de cueros, la competencia de comerciantes ingleses y de otras nacionalidades diluyó el control que españoles y criollos tenían hasta ese momento y alentó el ingreso masivo de manufacturas de menor precio, lo que desde luego redujo la demanda bonaerense de artesanías del interior.


    Luego del fracaso de los primeros intentos de organización constitucional, el antiguo espacio colonial quedó fragmentado en catorce Estados provinciales. El mercado interno colonial desapareció cuando las provincias establecieron aduanas internas, en un fallido intento de lograr financiar sus gastos. Beneficiada por su posición estratégica en la costa, que permitía el comercio con el atlántico, Buenos Aires inició un período de vigorosa expansión ganadera y de exportaciones pecuarias. Finalmente, cuando asumió el gobierno de la provincia de Buenos Aires, Juan Manuel de Rosas comenzó a construir un régimen político que le permitiría imponer la hegemonía porteña sobre las provincias, durante más de veinte años. Rosas se negó a la definitiva organización constitucional del país, al tiempo que reforzó el liderazgo económico de Buenos Aires, cuyo puerto se quedó de hecho con el monopolio del comercio exterior.


    ¿Cómo evolucionó la producción de artesanías durante la colonia y el período revolucionario? La elaboración de bienes secundarios se vio condicionada por diversos factores, entre los que se destacaron inicialmente la política mercantilista de la Corona, que privilegiaba la producción peninsular, la escasa población existente en el Río de la Plata, los altos costos del transporte, el bajo grado de desarrollo de las fuerzas productivas, la dotación de recursos naturales y la tecnología disponible. Con el ascenso de los Borbones, las políticas buscaron impulsar el comercio entre la metrópoli y las Indias. El cambiante escenario internacional también obligó a cambios de políticas, como cuando en 1796 el quiebre de la alianza anglo-española aisló a las colonias del comercio con España, desde donde tradicionalmente se importaba gran cantidad de textiles, vinos, aguardiente y otros productos manufacturados.


    En realidad, desde los primeros tiempos de la colonización española habían surgido, con muchas dificultades, artesanías de diverso tipo que abastecían, estimuladas por el intercambio en el mercado colonial, un segmento de las demandas locales. Las grandes distancias que separaban a los territorios coloniales de España y los altos costos del transporte terrestre crearon las condiciones para el surgimiento de estas producciones. A diferencia de México y el Perú, donde ya antes de la invasión española se habían desarrollado producciones propias, en el Río de la Plata la sociedad colonial asumió formas menos complejas y las actividades económicas fueron inicialmente —y así continuaron durante un largo período— muy rudimentarias. Ya en los primeros tiempos del dominio español se elaboraban diversos artículos, entre los que se destacaron vinos y aguardientes en Cuyo, harina de trigo en Córdoba, elementos de cuero de diferentes usos en todo el territorio pero especialmente en el litoral, molienda de caña de azúcar en Tucumán y Salta, productos alimenticios y algunas pocas actividades metalúrgicas.


    La producción textil también alcanzó cierta importancia. Antes de la conquista española, los indígenas del área andina elaboraban artesanías de algodón, lana y otras fibras de origen animal. Esta tradición continuó siendo muy importante durante la colonia y pervivió hasta finales del siglo XIX. En el Alto Perú surgieron las actividades textiles más relevantes. Claro que en el espacio rioplatense no emergió nada parecido al obraje colonial de México y Perú. Por el contrario, su producción tuvo una naturaleza fundamentalmente artesanal. El algodón fue cultivado e hilado en Santiago del Estero muy temprano, y sus géneros de algodón llegaron a colocarse en Potosí. La organización de la producción era artesanal y la calidad del producto resultaba muy inferior a los artículos importados, pero las grandes distancias y las dificultades de su provisión regular hicieron que una parte de la demanda local fuera así cubierta. Similar fue la trayectoria de la industria lanera. Los textiles de lana de Córdoba fueron muy apreciados en el mercado colonial y se colocaban fácilmente en todo el territorio rioplatense y en el Alto Perú.


    En tiempos del Virreinato, entre 1776 y 1810, la implantación del libre comercio entre las colonias americanas y la gran expansión ganadera que tenía lugar en Buenos Aires comenzaron a transformar las bases de la economía colonial. Los talleres artesanales y la industria doméstica continuaron como norma. La producción textil y la fabricación de sombreros decayeron ostensiblemente, perseguidas por las prohibiciones establecidas por los Borbones para alentar las industrias peninsulares y, luego de 1802, por el ingreso de mercaderías británicas. En cambio, adquirieron mayor impulso las artesanías de cuero y la producción de sebo y jabones. También se inició la elaboración de carne salada y tasajo con la instalación de un primer saladero en la Banda Oriental.


    Con la Revolución iniciada en 1810 y las guerras civiles, el escenario se transformó más radicalmente. Si bien los productos británicos conquistaron el mercado de Buenos Aires, donde ponchos con diseños que copiaban los tejidos en Córdoba o Catamarca, cuchillos y artículos de menaje eran de esa procedencia, el poder de penetración de las importaciones disminuía a medida que se ampliaban las distancias desde el puerto hacia el interior. Sobre todo en las provincias del centro y noroeste del país, la fragmentación de los mercados y el surgimiento de las aduanas provinciales permitieron que la producción artesanal y la industria doméstica perduraran durante décadas, aunque lógicamente ello no podía brindar las bases para su expansión sostenida y mucho menos un cambio hacia formas más sofisticadas de organizar la producción. Al mismo tiempo —como veremos—, entre 1820 y 1850 surgió y se consolidó la “industria saladeril”, que elaboraba carne salada y tasajo para los mercados externos. Por el número de trabajadores ocupados y la rudimentaria división del trabajo, los saladeros serían durante un largo período la expresión más destacada de la transformación de materias primas.


    El impacto de la apertura comercial y las desiguales oportunidades abiertas para el crecimiento económico se tradujeron en cambios en el equilibrio regional. Buenos Aires y el litoral pudieron aprovechar las ventajas del libre cambio gracias a la dotación de recursos naturales y la cercanía al puerto. Ello significó que el auge exportador del cuero y el tasajo modificara el balance regional, con el desplazamiento del Noroeste por el litoral como nuevo centro dinámico del país.


    La pérdida de dinamismo económico del interior atizó las controversias entre proteccionistas y librecambistas, sin que se hallara durante décadas una fórmula que permitiera la conciliación entre los Estados provinciales y la organización constitucional del país. Tal vez la más recordada, pero no la única, fue la polémica entre el gobernador de Corrientes, Pedro Ferré, que lideró una provincia que había logrado cierta estabilidad institucional y mantenía una heterogeneidad productiva, y los representantes de Buenos Aires. Al poseer el principal puerto del país, esta provincia contaba con un poder de impugnación decisivo a la hora de imponer el librecambio o el proteccionismo. Con algunas oscilaciones, los gobiernos bonaerenses sostuvieron el librecambio, que favorecía sus intereses, centrados cada vez más en la producción de cueros y tasajo para la exportación.


    La formación de la economía argentina y las artesanías locales, 1850-1880


    A mediados del siglo XIX, bajo el impacto de las transformaciones tecnológicas introducidas por la Segunda Revolución Industrial, se intensificó el comercio atlántico y se aceleró la conformación del mercado mundial. El desarrollo en los países centrales de la siderurgia y el empleo de carbón y vapor como fuentes de energía permitieron construir naves más grandes, con mayor capacidad de transporte, e independizaron la navegación de los vientos. En Europa y en los Estados Unidos, la expansión ferroviaria acortó las distancias entre regiones y abarató los costos del transporte. Todo ello transformó el mundo, ya que permitió un contacto fluido, barato y seguro entre los continentes. La expansión del comercio mundial, el intercambio de productos industriales por materias primas, la migración masiva de millones de europeos hacia América y el creciente flujo de capitales desde el norte de Europa en búsqueda de nuevas áreas de inversión constituyeron las características del nuevo ordenamiento económico internacional.


    Para un área marginal como el Río de la Plata, estas transformaciones implicaron la apertura de nuevas oportunidades de progreso. Inicialmente, Buenos Aires aprovechó las nuevas condiciones del mercado. La Guerra de Crimea, entre 1853 y 1856, y la Guerra de Secesión norteamericana, entre 1861 y 1865, perturbaron el comercio mundial de fibras textiles e impulsaron la demanda de lana proveniente de nuevas regiones. La lana, cuyo progreso en tierras bonaerenses era notable desde la década de 1840, tomó la delantera como nuevo ciclo exportador, un papel que, a pesar de las fluctuaciones de los precios mundiales y el surgimiento de nuevas commodities, sería fundamental para la economía argentina al menos hasta 1890.


    La expansión del comercio mundial y la progresiva inserción del Río de la Plata en mercados más dinámicos alentaron la consolidación de las relaciones capitalistas de producción y la formación de una verdadera economía nacional. Estos cambios fueron posibles también por el inicio de la definitiva organización constitucional del país, en un proceso complejo de mutua determinación. En 1852, el derrocamiento de Rosas inauguró una nueva etapa en la vida política, pero recién una década más tarde se produjo la unificación política del país y se sentaron las bases de la constitución de un Estado nacional. En el ínterin, la lucha entre el Estado de Buenos Aires y la Confederación Argentina, integrada por el resto de las provincias del litoral y las del interior, complejizó el panorama económico. Si bien se estableció la libre navegación de los ríos y la Confederación comenzó la lenta y compleja tarea de sentar las bases de un Estado nacional y promover la formación de un mercado unificado, este proceso no logró madurar hasta que la provincia de Buenos Aires se incorporó en 1862. Recién entonces se establecieron los tres poderes del Estado nacional, se procedió a la nacionalización de la Aduana porteña y se creó un ordenamiento jurídico y legal para regular los derechos y las garantías de hombres y mujeres, la propiedad privada y el orden público, con la sanción de los Códigos Comercial (1862), Civil (1869) y Penal (1886).


    La construcción del Estado nacional entre 1862 y 1880 —momento en que se produjo la última batalla entre éste y Buenos Aires, de la que esta última saldría derrotada y la nación lograría finalmente federalizar la ciudad puerto— no fue un proceso fácil. Tampoco lo fue la formación de un mercado nacional. Las regiones que integraban el nuevo Estado estaban lejos de conformar una economía nacional ordenada por un eje claro. Mientras el litoral se veía muy beneficiado por la apertura comercial y el auge de las exportaciones pecuarias, en el oeste las provincias de Cuyo estaban orientadas a la cría de animales y la producción de bienes para su colocación en Chile. Por su parte, las economías provinciales del Noroeste estaban más fuertemente vinculadas por lazos comerciales y financieros con el Alto Perú que con el litoral, en tanto que la economía de Córdoba, antes favorecida por ser el nexo comercial entre las distintas partes del Virreinato, decayó de manera ostensible. Por tanto, la conformación de un mercado nacional unificado, la abolición de las aduanas interiores y la creación de un centro dinámico en el litoral, donde hallaran demanda los productos del oeste y del norte, fue un proceso complejo que implicó acuerdos entre las elites económicas y políticas y que reorientó, con beneficios dispares, las actividades sobre ese nuevo mercado.


    La integración de la Argentina en el comercio mundial fue muy exitosa, gracias a la extraordinaria dotación de recursos naturales. El país contaba con la ventaja de poseer tierra fértil y abundante. En cambio, carecía de mano de obra y de capitales. La población argentina era muy escasa; el primer censo nacional de 1869 reveló que apenas ascendía a 1,7 millones de habitantes distribuidos en un extenso territorio. La posibilidad de que gran parte de esa población sobreviviera mediante la explotación de la tierra y de otros recursos, cuya propiedad no estaba establecida ni garantizada, hacía que la mano de obra disponible fuera escasa y relativamente cara. Este tema fue tan crucial que afectó a la agricultura y, por supuesto, a las actividades industriales en general. Si bien el Estado intervino activamente para ayudar a la formación de un mercado de trabajo, este tema no se resolvió sino hasta la llegada de la gran inmigración. Algo semejante sucedió con el capital. Una sociedad tradicional y un reducido desarrollo de las fuerzas productivas implicaron un bajo grado de acumulación de capitales; por tanto, este bien era también muy escaso. Sólo el ingreso de capitales extranjeros, primero bajo la forma de préstamos al Estado nacional y luego como inversión directa, ayudaría a la modernización y transformación de la economía argentina. Durante las décadas de 1860 y 1870, además de ayudar en la tarea de financiar al Estado y en la construcción de sus instituciones, la inversión extranjera cumplió un rol central en el desarrollo de la red ferroviaria. En una secuencia que se repetiría en la historia argentina, las primeras inversiones en ese sector provinieron de capitalistas locales, que financiaron el primer ferrocarril que circuló en Buenos Aires: el Ferrocarril Oeste. Muy pronto, la magnitud de la empresa y la existencia de otras oportunidades con mayores rendimientos, hicieron que fuera el capital extranjero el que controlara la construcción de la red ferroviaria en la región pampeana. Gracias al dinamismo de la economía exportadora y las garantías ofrecidas por el Estado al inversor extranjero, los capitales ingleses construyeron las primeras líneas que se extendieron por la rica provincia de Buenos Aires y las que unieron a Rosario con Córdoba. Estas inversiones fueron fundamentales para la consolidación de un verdadero mercado interno unificado. El Estado hizo también su esfuerzo al completar la red ferroviaria de Córdoba a Tucumán y Salta, y de la ciudad mediterránea hasta Mendoza y San Juan, en una tarea cuya doble dimensión económica y política no escapaba a nadie.


    Claro que la exitosa integración de la Argentina en el mercado mundial no estuvo exenta de contratiempos, provenientes del resurgimiento de los conflictos entre federales y liberales que alcanzaron incluso una dimensión regional con la Guerra del Paraguay (1865-1870), y también del dificultoso proceso de unificación interna. Basta recordar que las tensiones económicas y financieras entre las regiones que integraban la nación y la lenta formación de un Estado central retardaron incluso el surgimiento de una unidad monetaria común, que sólo daría sus primeros pasos firmes luego de la sanción de la Ley de Monedas en 1881. Estos problemas propios de la construcción de una economía nacional se vieron intensificados por las nuevas tensiones desatadas como consecuencia de la integración en el mercado mundial. Las crisis cíclicas del capitalismo comenzaron a impactar cada vez con mayor fuerza en la medida en que esta integración y la dependencia de la demanda mundial y del capital extranjero se acentuaron. Si las crisis mundiales de 1857 y 1866 tuvieron un impacto menor, la de 1873 repercutió en el país con mayor intensidad. Sólo entre 1877 y 1881, la caída del PBI per cápita alcanzó un 10%. No es casual entonces que esa coyuntura alentara el surgimiento de críticas a la especialización primario exportadora, como veremos más adelante.


    Las actividades artesanales antes de la era fabril


    La industria en la Argentina reconoce una larga trayectoria que se remonta al último tercio del siglo XIX, cuando surgieron las primeras fábricas modernas. A pesar de ello, antes de 1880, se elaboraron diversos productos sobre la base de materias primas locales mediante formas organizativas propias de las artesanías o incluso de la industria doméstica. Se trató de un largo período caracterizado por una reducida división del trabajo, tecnologías rudimentarias muy alejadas de la frontera internacional, el completo predominio de las habilidades de la mano de obra y la escasa inversión de capitales. Como se sabe, el surgimiento de la industria moderna en América Latina no derivó de la evolución natural de esas manufacturas y artesanías coloniales. No obstante, la literatura sobre la industrialización suele afirmar que la tradición artesanal previa tuvo influencia destacada, en los países que se industrializaron tardíamente, en la forma en que se implantó el sistema fabril, el origen de los capitales que lideraron ese proceso, las capacidades productivas y tecnológicas de las empresas, los conocimientos y las destrezas con que contaban los empresarios y los trabajadores en el momento inicial. En todas estas dimensiones, el aporte de los inmigrantes y el capital extranjero fue central. En este apartado realizaremos un breve recorrido por las principales producciones artesanales anteriores a 1880 para comprender el punto de partida de esta historia. Como en toda América Latina, la tradición artesanal previa al surgimiento de las primeras fábricas modernas en la Argentina fue modesta y de impacto reducido en el proceso de industrialización posterior.


    Las industrias bonaerenses


    La principal actividad de transformación del litoral atlántico surgida a comienzos del siglo XIX fue el saladero. Desde sus comienzos, la producción de carne salada y de tasajo se orientó hacia la exportación. Por su sabor y presentación, el tasajo no logró conquistar mercados en Europa, pero sí encontró una sostenida demanda por parte de países como Cuba y Brasil, donde se lo empleaba para la alimentación de los esclavos que constituían la mano de obra en plantaciones de azúcar y cultivo del café. Los saladeros no fueron solamente importantes por las exportaciones de tasajo, sino que también se destacaron por la venta de otros productos, como grasas, sebo, cueros salados y curtidos, que hallaron demanda en mercados europeos.


    Los primeros saladeros se establecieron en la Banda Oriental en la última década del siglo XVIII, fundamentalmente debido a que, en el margen occidental del Río de la Plata, la explotación ganadera orientada a la exportación de cueros había producido escasez de animales y elevación de su precio. En 1810 se instaló el primer saladero en Ensenada, pero sólo a partir de la década de 1820 la industria inició un período de expansión. Entre ese año y 1852, las exportaciones de tasajo crecieron un 505%, alcanzando unas 24.392 toneladas.


    Los conflictos políticos, las sequías y, sobre todo, la creciente competencia de los saladeros instalados en Uruguay y Río Grande provocaron una caída de las exportaciones argentinas en la siguiente década. Si bien, a partir de la década de 1870, esta industria se vería más perjudicada por la competencia de las exportaciones de ganado en pie a los mercados europeos y por la aparición del frigorífico, mantuvo su importancia hasta finales del siglo XIX. Incluso el mayor volumen de exportación se produjo en 1895, cuando alcanzó unas 50.000 toneladas. Para entonces, la extinción de la esclavitud en Brasil y Cuba significó la pérdida de importancia de esos mercados al tiempo que se producía un auge de las ventas de ganado en pie al mercado británico.


    Una característica de la implantación de esta actividad fue el liderazgo ejercido por capitales locales. El primer saladero fue establecido por Robert Staples y John McNeile, dos comerciantes ingleses que se asociaron con un capitalista oriental. Muy pronto, el negocio saladeril quedó bajo el predominio de empresarios criollos que reunieron las capacidades económicas, financieras y administrativas para la organización de este tipo de actividad. Entre ellos se destacaron los saladeros de Luis Dorrego, Juan Manuel de Rosas y Juan Terrero, el de Miguel Irigoyen, que proveería de tasajo a los ejércitos, y algo más tarde el establecimiento de Santa María Llamby y Antonio Cambaceres. Para 1840, sólo la provincia de Buenos Aires contaba con unos veinte saladeros, instalados en ambas márgenes del Riachuelo, en un distrito conocido como Barracas al Norte y al Sud. Su impacto es claro si observamos que se convertiría, a partir de 1880, en la primera localización de la moderna industria argentina. También funcionaron varios establecimientos saladeriles en Entre Ríos, el primero de los cuales comenzó su actividad en 1814. En esa provincia, el saladero más importante por su tamaño, organización y producción diversificada sería el fundado por el general Justo José de Urquiza en 1847.


    A lo largo de la primera mitad del siglo XIX, los establecimientos se fueron transformando. Hacia la década de 1840, los saladeros de Buenos Aires y Entre Ríos se habían convertido por su tamaño y organización de la producción en manufacturas. Los galpones eran más grandes, con construcciones más sólidas que habían reemplazado los techos de paja por zinc. Un saladero típico empleaba unos trescientos a cuatrocientos trabajadores durante los meses de mayor actividad, desde noviembre hasta marzo, cuando se liquidaban unas 200 a 300 reses diarias. La matanza y la elaboración de carne salada y tasajo se basaban en la división del trabajo. La mano de obra utilizada no era calificada, pero las labores y tareas que cada trabajador realizaba estaban muy diferenciadas y requerían destrezas especiales. Una vez muertos, los animales eran trasladados en zorras de madera, empujadas sobre rieles por los peones. La carne se trozaba en lonjas y se apilaba, colocándose capas intermedias de sal, y un sistema de ganchos servía también para transportarlas al aire libre, donde se exponían al sol durante una o dos semanas. Los saladeros no sólo producían carne salada y tasajo, sino que incluyeron una variedad de subproductos de la ganadería que también tenían un lugar destacado en las exportaciones. Para ello, los establecimientos contaban a mediados del siglo XIX con diversas instalaciones anexas, como graserías, curtidurías, tonelerías, además de casas para los trabajadores. Antonio Cambeceres, un ingeniero francés que había emigrado a la Argentina en 1833, fue el propulsor de importantes cambios. El más significativo fue la introducción del vapor para la elaboración de los subproductos de la explotación cárnica, como aceite, sebo y jabón. También incorporó diversas mejoras en el curtido de los cueros. Con estas excepciones, los saladeros no implicaron la introducción de nuevas tecnologías ni fueron capaces de evolucionar hacia formas más complejas de producción industrial ni de impulsar cambios en otras actividades.


    Las políticas gubernamentales buscaron estimularlos mediante la liberación de derechos para la exportación de carnes saladas y otros productos (1812) y la exención de aranceles para la importación de insumos, como la sal y diverso utillaje (1814). No obstante, entre 1817 y 1819, el gobierno prohibió la actividad de los saladeros debido a la gran mortandad de vacunos provocada por un largo ciclo de sequías. La medida desató una lucha entre los comerciantes y ganaderos vinculados al negocio saladeril y aquellos que estaban más especializados en el abastecimiento de carne de la ciudad. La liberación de derechos a las exportaciones también sufrió modificaciones de acuerdo con las presiones sectoriales y las necesidades del fisco. Nuevas suspensiones de la actividad se introdujeron en 1868 con motivo del cólera y tres años más tarde como respuesta ante la fiebre amarilla que diezmó la población de Buenos Aires. Entonces se decidió la prohibición definitiva de los establecimientos radicados en el sur de la ciudad, por la contaminación que generaba el vuelco de los desperdicios en el Riachuelo, y la medida impulsó su relocalización en el interior de la provincia.


    La decadencia del saladero tuvo un proceso largo y progresivo. La expansión del lanar, el incremento de las exportaciones de ganado bovino en pie y el surgimiento de los frigoríficos impactaron negativamente sobre esta actividad tradicional. Aun en 1895 existían 39 saladeros en la Argentina, que se distribuían en cinco provincias y empleaban 5.570 trabajadores, pero era ya una producción en retirada.


    Otras actividades de transformación surgieron en el litoral, en particular en la ciudad de Buenos Aires. Poco después de la Revolución de Mayo, esta ciudad contaba con 49.000 habitantes, alcanzando unos 90.000 en 1855 y 187.000 en 1869. La ciudad puerto aventajaba a cualquier otra urbe del país y se convirtió muy pronto en el polo de atracción de los inmigrantes. Una población de ese tamaño alentó el surgimiento de otras actividades artesanales.


    Luego de un período de treinta años, entre 1820 y 1850, cuando las artesanías locales parecen haber sufrido un estancamiento y en algunos casos una reversión, como resultado del efecto combinado de la apertura comercial, los altos salarios y la emigración de artesanos, a mediados de siglo se inició una etapa de lenta recuperación impulsada por la mejora económica y la llegada de inmigrantes. Entre 1855 y 1869, la información censal muestra un lento crecimiento de la mano de obra utilizada, pero entre 1869 y 1887, los datos registrados revelan un incremento de los obreros y empleados en el sector secundario, anticipo de una nueva era en la que se produjo —como veremos en el capítulo siguiente— un cambio con el surgimiento de las primeras fábricas modernas.


    En conjunto, el incremento de la población y los cambios en las pautas de consumo introducidas por los inmigrantes alentaron la elaboración local de diversos productos, como cerveza, fideos, licores, jabón, confección de ropa, sombreros, calzado de cuero, fabricación de carros y muebles, cocinas y ollas, entre otros bienes. Claro que, a mediados del siglo, éstas eran esencialmente artesanías. Durante las décadas siguientes se produjeron algunos cambios con una mayor inversión de capitales, la concentración económica y la introducción de máquinas y equipos. En algunos sectores hubo modificaciones de importancia, como en la manufactura del cuero, la fabricación de cigarrillos, la industria gráfica, la elaboración de cerveza y la producción de licores. Estas transformaciones se explican por la presencia de una o dos fábricas; por ejemplo, Noel & Cía., una empresa productora de dulces y confituras fundada en 1847 pero que incorporó el vapor en 1879; la cervecería de Emilio Bieckert (1860), que tendría un papel central en el rubro hasta 1890; Melville Bagley & Cía. (1864), que se inició con la elaboración de Hesperidina, un licor preparado con cáscaras de naranjas; los talleres gráficos de Emilio Coni (1863) y de Jacobo Peuser (1867); la tintorería industrial de Adrian Pratt (1870); la Compañía General de Tabacos (1874). En otros sectores como el de la industria de la confección, la introducción de la máquina de coser transformó la organización de la producción e incrementó la productividad de la mano de obra. En todas las ramas industriales se acentuaron las heterogeneidades sectoriales, conviviendo algunas empresas más grandes con talleres artesanales. Estos cambios eran sólo un anticipo muy parcial de los que se operarían a partir de la década de 1880.


    Un caso paradigmático de los límites de los cambios en el sector secundario fue la evolución de la industria textil. Luego de la apertura comercial, los textiles de algodón británicos conquistaron el mercado bonaerense y hacia mediados de siglo alcanzaron a desplazar los productos tradicionales elaborados en el interior, pero la vieja tradición de la industria doméstica logró sobrevivir en el rubro de los tejidos de lana y otras fibras. El hilado manual y los telares de madera continuaron formando parte de las actividades habituales de las familias campesinas del interior. Los artículos que ofrecía esa industria eran más caros que los importados desde Europa, pero las pautas de consumo tradicionales hicieron perdurar esa producción. El Censo de 1869 registró la existencia de 94.000 tejedores, en un momento en que no había una sola fábrica textil en actividad. Esos productores se distribuían en Córdoba, Corrientes y las provincias del Noroeste. Más sorprendente aún, cuando en 1895 se realizó el segundo censo nacional, el número de tejedores fuera de la Capital Federal y la provincia de Buenos Aires alcanzó a 89.000 mujeres y hombres, lo que representaba más del 99% del total del país. Todo ello muestra la lenta declinación de una actividad tradicional y el tardío surgimiento de la industria textil moderna.


    El primer intento serio de implantar esta industria durante la década de 1870 naufragó. En efecto, luego de la crisis de 1866 que afectó los precios de la lana, este hecho impulsó a los ganaderos a promover el empleo de la materia prima en el país. Un grupo de financistas y terratenientes miembros de la Sociedad Rural fundó la Sociedad Industrial Río de la Plata Primera Fábrica Argentina de Paños S.A. El establecimiento, que llegó a contar con una hilandería y una tejeduría compuesta por 19 telares y una máquina de vapor de 30 HP, comenzó a producir en 1873. En ese momento alcanzó a emplear 60 operarios mujeres y menores. Sin embargo, el emprendimiento tuvo que enfrentar varios contratiempos. El principal de ellos fue la escasez de capitales. Inicialmente sólo se suscribió la mitad de las acciones que integraban el capital autorizado, lo que puso de relieve la pérdida de interés de los ganaderos tan pronto como los precios de la lana volvieron a subir. La política de contracción monetaria y la existencia de alternativas de inversión más seguras y de mayor rendimiento desalentaban la colocación de capitales en la industria textil. Es cierto que los socios lograron que el gobierno nacional y el de la provincia de Buenos Aires sancionaran leyes para integrar parte del capital, pero este apoyo pudo ser devuelto sólo de manera parcial. En segundo lugar debe tenerse en cuenta que el medio en que se estaba desenvolviendo la empresa no era totalmente favorable. Es cierto que la competencia de productos importados era muy importante aunque, en 1876 y 1880, el Congreso Nacional elevara los aranceles hasta el 20 y el 25%, respectivamente. Esta protección tal vez no fuera suficiente, pero se combinó con decisiones desacertadas de su dirección que parecen haber dificultado la competencia con los artículos importados. El mercado nacional no había terminado de conformarse y existía una aguda escasez de mano de obra calificada. En 1889, el jefe de la Oficina de Estadística Nacional, Francisco Latzina, señaló, en su estudio del Censo Industrial de la Ciudad de Buenos Aires, que la dirección de la empresa había cometido el error de “pretender hacer desde un principio telas finas y costosas, las que, como es evidente, exigen operarios habilísimos y máquinas costosas”. Precisamente, se trataba de los rubros en que la protección aduanera era menor al de los tejidos ordinarios. En cualquier caso, en 1879, esta sociedad cesó su actividad debido a las dificultades financieras que atravesaba. Sus propietarios, en su mayoría ganaderos, se negaron a reforzar financieramente la firma, y el Banco de la Provincia de Buenos Aires rechazó nuevos préstamos o la ampliación de los plazos del aporte realizado. Otras dos iniciativas similares, en Salta y en Entre Ríos, no tuvieron mejor suerte. En este último caso, la creación de una fábrica textil surgió de la asociación entre el general Urquiza y un empresario catalán. El emprendimiento, proyectado en 1867, recién se puso en marcha en 1872, pero sobrevivió apenas unos meses.


    El ejemplo textil es muy relevante si consideramos que, hacia el final del período que estudiamos aquí, esta industria había evolucionado en Brasil y México. Claro que nada de ello les permitiría a estos países avanzar de manera más decisoria hacia una industrialización ampliada, pero el retraso argentino ponía de relieve las dificultades que enfrentaba su instauración, debidas tanto a la dotación de recursos del país como al entorno y las políticas oficiales. Recién en la última década del siglo XIX, empresarios italianos y catalanes volverían a intentar dar los pasos iniciales de la industria textil en la Argentina.


    La producción del interior


    ¿Cómo evolucionó la producción artesanal fuera de Buenos Aires? Las guerras de independencia y la fragmentación del mercado colonial significaron un duro traspié para las economías provinciales. La apertura del comercio hizo que el mercado de Buenos Aires se perdiera para ciertos productos, como vinos cuyanos, textiles de algodón y lana santiagueños, aguardiente y azúcar provenientes de Tucumán. Durante la guerra de la independencia se produjo, por ejemplo, un breve auge de la producción de armas y cañones en Mendoza, alentada por las necesidades de abastecimiento de los ejércitos nacionales. Pero, luego de 1820, esta y otras producciones declinaron. Como dijimos, hasta mediados del siglo XIX, se originó una reversión de la actividad económica hacia el interior de cada provincia. Empero, se trataba en especial de sociedades agrarias, donde las ciudades eran relativamente pequeñas. Incluso hacia 1869, la población rural rondaba del 80 al 90% en las provincias, con excepción de Buenos Aires y Santa Fe. En general, los mercados eran muy pobres y la demanda de artesanías, débil, y su incremento estaba muy vinculado con el aumento de la población. Baste recordar que, para 1855, la ciudad de Córdoba contaba con 17.700 habitantes; Tucumán, 12.400; Santa Fe y Paraná rondaban los 11.000, y Corrientes, 8.800. Para 1869, la cifra se había elevado notablemente en el litoral, en gran medida gracias al impulso de la inmigración y de las migraciones internas, pero en las ciudades del interior con la excepción de Córdoba, donde la población alcanzó las 34.000 personas, el incremento fue lento. En ese tipo de sociedades agrarias, la presencia de una industria doméstica combinada con las actividades rurales continuó siendo muy importante e incluso probablemente se acentuó luego de la revolución de 1810. Esto sucedía tanto en la economía campesina de Tucumán como en la población rural de Corrientes. En esas labores tradicionales, las mujeres mantuvieron un papel dominante; así se hilaba y tejía algodón y lana, se producía jabón y aguardiente, se elaboraban diversos productos alimenticios, una parte de los cuales podría eventualmente venderse en los mercados urbanos. Mientras tanto, en las ciudades resistían los talleres artesanales gracias, en gran medida, a los altos costos del transporte y las barreras aduaneras internas.


    A partir de mediados del siglo XIX se observó una reactivación de algunas de las economías provinciales. Mendoza, Tucumán y, en menor medida, Salta mostraron signos de mayor dinamismo impulsadas sobre todo por el comercio regional y el intercambio de diversos productos con Chile y Bolivia. La gran expansión de los cultivos en el valle central chileno y luego la explotación de cobre, así como la reanudación del trabajo minero en Bolivia, alentaron la economía de esas provincias. La mayor parte de las exportaciones a Chile y Bolivia consistía en productos de la ganadería y la agricultura, pero el intercambio regional mostraba mayor diversificación con la venta de harinas, aguardientes y vinos mendocinos, así como suelas, aguardientes, azúcar, cigarros, cueros curtidos y algunas pocas artesanías provenientes de Tucumán. Con un dinamismo menor, a pesar de su papel estratégico en el comercio, algunos productos de Córdoba también se volcaron sobre Rosario, como harinas, tejidos de lana y cueros curtidos de cabra. Este proceso estaba limitado por la competencia de manufacturas importadas en el litoral, los altos costos de los fletes terrestres y los problemas derivados de la presencia de los indígenas.


    Pero no hubo transformaciones importantes en lo que respecta a la organización de la producción, los procesos de trabajo y el empleo del vapor o la mecanización. El creciente interés por la producción de azúcar y la destilación de aguardientes, por ejemplo, motivó la introducción de trapiches de hierro a partir de la década de 1860, pero todavía los de madera predominaban en la industria azucarera. Baste decir que hacia el final del período, en 1877, Tucumán ya contaba con 82 ingenios, pero incluso en los instalados en el departamento Capital prevalecían los trapiches de madera (36) sobre los de hierro (24). En cuanto al uso del vapor, recién en 1871, el ingenio Concepción de Méndez Hermanos introdujo máquinas de este tipo, pero hubo que esperar la llegada del ferrocarril, cinco años más tarde, para el inicio de un proceso definido de concentración económica y modernización tecnológica.


    Proteccionismo y librecambio en el siglo XIX


    La lucha entre proteccionismo y liberalismo económicos constituyó una de las dimensiones en el complejo proceso de conformación del Estado nacional en el siglo XIX. El orden colonial en América Latina preparó mal a las naciones emergentes en la diversificación de sus economías y limitó el progreso de cualquier actividad fabril a favor de la industria peninsular o de las manufacturas que se introducían en las Indias con la intermediación mercantil de la corona española. Los años finales de la colonia asistieron a la apertura comercial regulada, anticipando el derrumbe de un sistema económico ya insostenible en el contexto de las transformaciones políticas y económicas del mundo atlántico.


    En el Río de la Plata, el derrumbe del monopolio comercial significó para sus elites económicas la apertura de nuevas oportunidades, que fueron percibidas de manera muy positiva. El impacto del librecambio fue, sin embargo, algo distinto de lo que sus partidarios esperaban. El desplazamiento de la elite comercial criolla y de la española por parte de comerciantes británicos, alemanes y franceses alentó a quienes perdían posiciones en el ámbito porteño a cambiar de estrategia y acentuar las inversiones en la producción primaria. En efecto, la gran expansión ganadera bonaerense iniciada al final de la dominación española y acentuada luego de 1810 impulsó un proceso secular de conformación de una clase terrateniente que alcanzaría madurez en la segunda mitad del siglo XIX. Pero, si el rumbo seguido a partir de 1810 había obligado a las elites económicas de la colonia a modificar su estrategia para sobrevivir, la adhesión al librecambio se reforzó.


    En contraste, para las provincias del interior quedó muy claro que el librecambio no ofrecía sino perjuicios. La desintegración del mercado colonial, la pérdida del Alto Perú y la competencia extranjera en el mercado de Buenos Aires trajeron sólo contratiempos. A mediados de la primera década revolucionaria se observó una sensible rectificación del librecambio con la adopción de medidas de protección y fomento del comercio y la industria locales. Este cambio se hizo evidente en 1817, cuando Juan Martín de Pueyrredón impuso una Ley de Aduanas que introdujo incrementos en los derechos de ponchos, ropa y sombreros entre otros artículos. La medida respondía a las urgencias fiscales, a las quejas de algunas provincias y a una postura favorable a restringir las compras de productos que ya se elaboraban localmente. Luego de 1821, la posición librecambista se hizo dominante, y el pesimismo industrial se convirtió en su corolario.


    ¿Cómo pensar en alentar industrias en una economía pobre en capitales y escasa en hombres? En 1827, siguiendo los principios de la economía clásica, Pedro de Angelis presentó los argumentos que sostenían esta perspectiva:


     


    […] la idea de entrabar la importación extranjera para dar origen a la industria nacional nos parece la más absurda de cuantas puedan entrar en la cabeza de un economista. Antes de ser manufactureros es preciso ser labradores, y mientras se note un vacío tan inmenso en la población, mientras el cultivo de las plantas cerealeras sea tan desproporcionadamente inferior a las necesidades públicas, mientras que tengamos que acudir por vino a Burdeos y por aceite a Provenza y Andalucía, será imposible hallar brazos que se empleen en telares, en máquinas y en fundiciones. Atraídos por el impulso irresistible de un lucro seguro y cuantioso, nuestros capitales preferirán la tierra a la manufactura y la libertad de la importación sólo podrá ser funesta al importador cuando no pueda vender, pero en ningún caso al consumidor cuando no quiera comprar.


     


    El ascenso de Rosas en Buenos Aires, en 1829, no significó un cambio en la orientación librecambista. Poco después, las controversias en torno de las políticas comerciales se atizaron. La impugnación al librecambio dominante fue presentada por Pedro Ferré, representante de Corrientes en las negociaciones entre las provincias del litoral para la constitución de una alianza, y que culminaría, luego del traspié inicial, en la firma del Pacto Federal de 1831. Ferré censuró el librecambio, que estaba produciendo la ruina de las economías provinciales y el desequilibrio comercial del país. Sus reclamos incluyeron la libre navegación de los ríos, la nacionalización de los recursos de la aduana porteña, la aplicación de una política proteccionista que promoviera la diversificación agrícola y alentara las industrias del país. Siguiendo instrucciones de Rosas, el representante de Buenos Aires, José María Roxas y Patrón rechazó todas estas demandas, lo que aplazó el acuerdo por un año. El representante porteño argumentó en defensa de su posición que la ganadería era “la industria casi exclusiva” de todas las provincias del litoral, donde la tierra era abundante y barata y la mano de obra, escasa y cara. Por lo tanto, el proteccionismo obligaría a los pueblos a “distraer” capitales en actividades que sólo podrían subsistir con aranceles y a comprar caro y escaso “lo que pueden tener barato y abundante”. No era conveniente entonces alentar ninguna otra “industria”, puesto que la especialización ganadera y el librecambio asegurarían la provisión de productos agrícolas y manufacturas a menor costo y en provecho de todos. La polémica anticipó los argumentos que durante casi un siglo se esgrimirían en torno de las políticas comerciales del país.


    El Pacto Federal le permitiría a Buenos Aires reforzar la ofensiva contra los unitarios sin comprometer los intereses económicos de los terratenientes ni condicionar a la provincia a una organización constitucional del país. En los siguientes años, varias provincias ensayarían políticas proteccionistas. Corrientes, por ejemplo, fomentaría el cultivo de azúcar, yerba mate y tabaco, prohibiría la introducción de manufacturas, como ropa, calzado y artículos de cuero, y alentaría la construcción de naves. A menudo, estas políticas han sido interpretadas como parte de “proyectos económicos alternativos” a los que finalmente la Argentina seguiría. Debe recordarse que ellas tenían lugar en economías agrarias, dominadas por burguesías comerciales y terratenientes, en las que la conformación de los mercados de factores no había avanzado. Con todo, eran expresiones del perdurable conflicto de intereses que enfrentaba a Buenos Aires, el litoral y el interior.


    En 1835, el gobernador de Buenos Aires pareció rectificar su posición inicial al sancionar una nueva Ley de Aduanas que buscaba por medio del fomento a la industria brindar una respuesta a las demandas provinciales, reforzando la hegemonía de Buenos Aires sobre el resto del país, así como beneficiar a “la clase media de nuestro país”. La ley estableció derechos del 17, 24, 35 y 50% para varios artículos que se producían localmente. También se prohibió el ingreso de otros, como legumbres, galletas, telas, ropa, manufacturas de hierro y cuero, que se suponía que los productores locales podrían sustituir.


    No obstante los propósitos expresados, el proteccionismo rosista tuvo poco impacto, debido a la escasez de capitales, la falta de mano de obra capacitada y la inestabilidad de las políticas. Baste recordar que tan temprano como en 1838, durante el bloqueo francés, se introdujeron rebajas notables al ingreso de mercaderías, como una forma de combatir la inflación provocada por obligado cierre del mercado local. En estas condiciones, la industria no consiguió atraer inversiones ni se transformó su atrasada forma de organización de la producción. Pero la legislación proteccionista logró ser efectiva a la hora de reforzar la autoridad de Rosas en el interior, ya que parecía dar una respuesta —más simbólica que real— a las demandas de las provincias del Noroeste en contra del librecambio.


    Después de Caseros, la política librecambista contó con la adhesión casi unánime de la clase dirigente nacional. Sólo las necesidades fiscales de un Estado siempre escaso de recursos moderaron el consenso a favor del librecambio. Incluso el economista y empresario cordobés Mariano Fragueiro, que llegaría a ocupar el Ministerio de Hacienda de la Confederación Argentina, admitió que la impugnación al librecambio era parcial. En sus Cuestiones argentinas (1852) sostuvo que “la doctrina de la libertad absoluta de comercio es sin duda seductora, pero es especiosa y no exenta de riesgos para el país que la adopta sin examen”. Si bien acordaba con el principio general, en tanto quedaba claro que las naciones que más progresaban económicamente eran aquellas que comerciaban de manera intensa con otros Estados, destacó que la reglamentación del comercio exterior era fundamental, puesto “que la industria del país exige también algunas restricciones en aquellos artículos que puedan perjudicarla”. Más alejado del consenso sobre el modelo económico que se estaba asumiendo, su propuesta consistía en alentar una activa intervención del Estado mediante ciertas obras públicas, promover una marina mercante propia y establecer la centralización del crédito. Los proyectos de Fragueiro naufragaron en medio de los duros padecimientos económicos de la Confederación y el contraejemplo que ofrecía el progreso del Estado de Buenos Aires, con el auge de las exportaciones de cueros y lanas.


    El triunfo del general Bartolomé Mitre sobre la Confederación, en 1861, abrió paso a una nueva etapa de gobierno unificado y a la nacionalización de la aduana porteña, no sin concesiones a la provincia de Buenos Aires. Al fin parecía que se había alcanzado alguna fórmula transaccional que permitiría consolidar la unificación de la economía argentina. Muy pronto, el auge del lanar desalentó el combate entre las dos tradiciones, pero las repercusiones locales de la crisis de internacional de 1873, con la caída de los precios de la lana, el incremento de la tasa de interés local, la escasez del crédito y la reducción de los gastos públicos, aplicada por el presidente Nicolás Avellaneda, alentaron el surgimiento de un movimiento proteccionista. Ya durante la breve crisis de 1866 se habían dejado oír críticas al librecambio y la especialización primario exportadora de la economía argentina, pero fue a mediados de la década de 1870 cuando la corriente proteccionista logró robustecerse con el apoyo coyuntural de los estancieros alarmados por la súbita reducción de sus ingresos y el aplauso del heterogéneo grupo de industriales y artesanos. La crítica a las políticas librecambistas fue conducida por el economista y profesor universitario Vicente Fidel López y apoyada por dirigentes políticos como Miguel Cané, Lucio López, Carlos Pellegrini y Eduardo Madero, entre otros.


    La oportunidad se presentó durante los debates parlamentarios sobre las leyes de Aduana en los años 1875 y 1876. Entonces, los ingresos aduaneros representaban más de la mitad de los recursos del Estado nacional. La composición de la tarifa aduanera era discutida y, eventualmente, reformada año tras año por el Congreso. La postura del gobierno de Avellaneda fue presentada por su ministro de Hacienda, Norberto de la Riestra, un especialista en finanzas de orientación liberal. Impulsado por la crisis y las necesidades fiscales, el gobierno buscó reordenar sus ingresos aumentando algunos derechos y reduciendo otros. El enfoque oficial era, sin embargo, de adhesión a la teoría clásica. Según De la Riestra, “no hay agente más poderoso de la civilización y el progreso, en la época moderna, que el librecambio, y nada más retrogrado ni más bárbaro que el aislamiento”.


    La postura proteccionista se inspiraba en los argumentos expuestos por Friedrich List y Henry Carey; ambos economistas rechazaban la pretensión universalista de la escuela inglesa y sostenían que sólo el proteccionismo podría brindar las bases para alentar el surgimiento de industrias y así evitar que las economías productoras de bienes primarios se convirtieran en simples granjas de la industria británica. Poco antes, Carey había escrito que el proteccionismo incrementaba las rentas públicas y privadas y fortalecía la “independencia nacional”. Todos estos argumentos fueron esgrimidos por los proteccionistas argentinos que recibieron el respaldo de los terratenientes, muy afectados por la caída de los precios de la lana.


    Vicente Fidel López rechazó la política librecambista que, según su interpretación, era la tradición que el país seguía desde 1810. Sus resultados no podían ser más que negativos, dado que no se adaptaban a las necesidades de la etapa histórica que atravesaba el país, con un marcado desequilibrio de la balanza comercial, el incremento de la deuda externa y una importante dependencia argentina a la exportación de pocos productos ganaderos. La resolución de esos problemas invitaba a la aplicación de políticas proteccionistas que, al alentar la industrialización de las materias primas argentinas, disminuirían las compras externas y el endeudamiento, brindando las bases de una economía más fuerte e independiente del extranjero. En suma, relativismo filosófico y económico, historicismo, nacionalismo económico conformaron los principios de la postura del grupo proteccionista.


    Finalmente, los debates parlamentarios derivaron en la sanción de una Ley de Aduanas en 1876, que eliminó los derechos a la exportación que afectaban a los ganaderos y subió los aranceles de bienes de importación, como ropa, artículos de consumo masivo y productos regionales. Es que el proteccionismo local constituía una crítica moderada al modelo de desarrollo que se estaba imponiendo. Por supuesto, la Ley de Aduanas de 1876 no conformaría la implantación de un sistema proteccionista, pero en cambio ofrecería las bases de un acuerdo entre diversos sectores. Por un lado, contemplaba el incremento de los ingresos estatales, estimulaba las exportaciones de bienes primarios al eliminar los derechos que pesaban sobre ellas y, por último, abría el sendero para consolidar una alianza —surgida al menos una década antes— entre las elites del puerto y del interior, de la que emergería una clase dirigente nacional más fortalecida. En la década de 1880, la implantación de la industria moderna en Buenos Aires y sus cercanías —bajo el impulso creado por el aumento del ingreso nacional derivado de la expansión exportadora y la protección sobre unas pocas industrias— debilitaría la tradicional postura librecambista de la ciudad puerto, consolidando la unidad económica y política de la nación.


    La moderada posición proteccionista y la naturaleza coyuntural de las controversias económicas era también una expresión de la debilidad de las disputas intersectoriales. En particular, ponía de relieve el retraso y la heterogeneidad del sector industrial. En efecto, mientras se discutía la ley arancelaria en el Parlamento, surgió la primera manifestación del asociacionismo empresario con la fundación, en septiembre de 1875, del Club Industrial. Esta entidad fue organizada por 153 artesanos y algunos industriales; tipógrafos, litógrafos, talabarteros, sastres, herreros, bronceros, zapateros, confiteros, fabricantes de licores, productores de cigarrillos y de papel integraban sus filas. El Club Industrial publicó su propio órgano de difusión, El Industrial, y organizó ferias y exposiciones en 1877 y en 1882 para difundir los “progresos industriales” y presentar las demandas sectoriales entre la opinión pública porteña. La heterogeneidad del cuerpo de socios también se reflejó en diversas posiciones ideológicas, convivían quienes sostenían posturas proteccionistas, fundadas en la corriente historicista, con partidarios del socialismo e incluso del anarquismo. Todo ello no hizo más que atizar las divergencias entre los socios hasta provocar la escisión de un grupo que formó, en 1882, el Centro Industrial. Para entonces, el renovado impulso primario exportador y la llegada de miles de inmigrantes y de inversiones extranjeras impulsaban indirectamente el surgimiento de una industria moderna y daban origen a un nuevo y moderno empresariado industrial.

  


  
    CAPÍTULO 2
 La expansión agroexportadora y los orígenes de la industria moderna, 1880-1914


    La economía agroexportadora y crecimiento industrial 


    En el último tercio del siglo XIX, la economía argentina inició un período de transformación sin precedentes. En un contexto internacional signado por el impacto de las innovaciones introducidas por la Segunda Revolución Industrial en la tecnología de los transportes, que permitieron abaratar sus costos, y la imposición del patrón oro, que alentó aun más el comercio multilateral, se conformó una verdadera economía mundial. La expansión del comercio y la de los mercados financieros de Europa noroccidental crearon las condiciones para la integración en el sistema capitalista mundial de diversas regiones del globo, entre las que se destacó América Latina. En ese contexto, la Argentina se integró plenamente en el mercado mundial como productora y exportadora de materias primas (lanas, cueros, cereales y carnes bovinas) al tiempo que se consolidaba una economía capitalista de alcance nacional.


    La expansión ferroviaria y la modernización de los transportes permitieron eliminar las barreras que dificultaban la libre circulación de hombres y bienes. Hacia 1880, la maduración de estos cambios se expresó en la formación de los mercados de factores (tierra, trabajo y capital) y el surgimiento de un mercado nacional unificado. La Argentina era fundamentalmente rica en recursos naturales. La región pampeana constituía —y constituye hoy— una de las praderas más fértiles del mundo. La creciente integración de la economía argentina en el mercado mundial permitió también la llegada de millones de inmigrantes y el ingreso del capital extranjero, lo que alentaría un gran incremento de la producción y las exportaciones. Con el arribo de miles de inmigrantes, principalmente italianos y españoles, se consolidó un mercado con una oferta estable de trabajo. La llegada del capital extranjero contribuyó decisivamente en la instalación de la red ferroviaria, la modernización de los servicios, el financiamiento de la producción primaria y su comercialización en los mercados internacionales. El impacto de estos procesos fue profundo y transformó la región pampeana y, en menor medida, el resto del país en una economía muy dinámica. Entre 1865 y 1914, la red ferroviaria creció a una tasa del 15,4% anual; la superficie sembrada, un 8,3%; el valor de las exportaciones, un 6,1%; las importaciones, un 5,4%, y la población se incrementó un 3,3% anual. En conjunto, el PBI creció a una tasa del 5% anual a lo largo de casi cincuenta años. Medido en términos de PBI per cápita, la Argentina se convirtió en una de las naciones más ricas del globo hacia la década de 1920.


    Estos datos estadísticos son elocuentes y muestran el fuerte dinamismo de la economía argentina durante la etapa de expansión del comercio mundial. Desde luego, este vigoroso crecimiento no estuvo exento de crisis. Precisamente, su incorporación en la economía internacional fue lo que hizo a la economía local más vulnerable a las crisis cíclicas del capitalismo. La doble dependencia argentina de la demanda mundial de sus productos y del arribo de los capitales extranjeros, que ingresaban en el país bajo la forma de empréstitos al Estado federal y a los provinciales, o bien como inversiones en empresas de propiedad extranjera en los transportes, el comercio y las finanzas, hicieron que la economía local sufriera las consecuencias —e incluso colaborara— de las crisis financieras que estallaron en 1873, 1890, 1913 y 1929.


    En la historiografía existe consenso en que el origen de la industria moderna en la Argentina provino del impulso generado por la exitosa inserción agroexportadora y el incremento del ingreso nacional derivado de ella. La teoría del bien primario exportable (staple theory) ha permitido describir este proceso de crecimiento industrial inducido por las exportaciones. La colocación de bienes primarios en el mercado internacional dependía de la demanda extranjera, los costos del transporte y los costos locales de producción, que a su vez estaban determinados por la calidad de los recursos naturales y la disponibilidad de tecnología. El aumento de la capacidad exportadora, el incremento de la población gracias a la corriente inmigratoria, la urbanización y el incremento del ingreso nacional permitieron la conformación de un mercado interno dinámico, condición para el surgimiento de la industria. El auge primario exportador se concentró en una canasta más bien reducida de productos, como cueros, tasajo, lanas, carnes y cereales, que provenían fundamentalmente de las pampas. No obstante ello, el incremento de la demanda mundial y la fertilidad de las pampas aseguraron un alto ritmo de crecimiento y, al mismo tiempo, alentaron el surgimiento de nuevas actividades productivas. Por un lado, esto impulsó eslabonamientos posteriores, como, por ejemplo, la instalación de grandes frigoríficos destinados a preparar las carnes para su exportación. Por el otro, la producción de las commodities demandó nuevos insumos, promoviendo los eslabonamientos hacia atrás. Claro que el surgimiento de actividades industriales distó de ser un proceso automático, ya que esas demandas podían ser cubiertas, en la mayoría de los casos, por la importación. Además, la diversificación productiva encontró límites en la calidad y, sobre todo, en la variedad de los recursos con que contaba el país. Si bien el dinamismo de la economía agroexportadora permitió el incremento de la producción manufacturera, los impulsos hacia atrás y hacia adelante no fueron suficientes para alentar la industrialización, entendida como un proceso autosostenido de transformación estructural de la economía.


    Los límites del crecimiento industrial durante esta etapa estarían dados por diversos factores. En primer lugar, se destaca la dotación de recursos naturales, ya que la Argentina no contaba con yacimientos de carbón y de mineral de hierro que permitieran, con la tecnología disponible, su explotación eficiente. Por lo tanto, el suministro de dos de los insumos básicos de la industrialización del siglo XIX estaba ausente. Un segundo factor —que analizaremos en el próximo apartado—, el de las políticas y el entorno macroeconómico, también desempeñó un papel importante, en ocasiones alentando el surgimiento de nuevas industrias, y en otras, desestimulando la inversión sectorial. Finalmente, en tercer lugar, algunos autores sostienen que el tamaño del mercado interno habría impuesto límites a la aparición de nuevas industrias.


    La conformación del mercado nacional había sido un proceso complejo que alcanzó un momento de consolidación hacia la década de 1880. Por entonces, la llegada de miles de inmigrantes y el crecimiento de las exportaciones permitieron incrementar la demanda doméstica. El primer censo nacional, realizado en 1869, reveló una población de sólo 1.800.000 habitantes, pero el ingreso masivo de inmigrantes permitió incrementarla hasta unos 3.900.000 en 1895 y casi 8.000.000 en 1914. Diversos factores —entre los que se destacó la valorización de la tierra y las dificultades para el acceso a la propiedad por parte de los recién llegados— estimularon una temprana urbanización en el litoral. Ya en 1895, la distribución de los habitantes mostró la fuerza de este proceso, en tanto la población urbana ascendió al 42%. Para 1914, el 58% del total vivía en las ciudades. Buenos Aires y sus suburbios contaban entonces con 2 millones de habitantes, y por su tamaño constituía la décima ciudad del mundo y la más grande del hemisferio sur. Se trataba de una ciudad moderna, lo que junto con la presencia masiva de extranjeros —que alcanzaba a representar la mitad de su población— le confería un aire cosmopolita. Por su dimensión, Buenos Aires era el principal mercado consumidor del país. Otras ciudades importantes eran el puerto de Rosario, con 200.000 habitantes; Córdoba, todavía un centro tradicional de la universidad y de los tribunales, con 100.000 habitantes; Tucumán y La Plata, con casi 90.000 habitantes cada una.
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